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QUEJOSOS: MARÍA GUADALUPE LUCIO HERNÁNDEZ Y OTROS
VISTO BUENO

SR. MINISTRO
MINISTRO PONENTE: jorge Mario Pardo Rebolledo

SECRETARIO: ALEJANDRO CASTAÑÓN RAMÍREZ

Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día nueve de enero de dos mil diecinueve.
V I S T O S, para resolver los autos del amparo en revisión 814/2018, interpuesto por María Guadalupe Lucio Hernández, por propio derecho, y en representación de Mónica Garduño Islas, Gabriel Baltazar Espejel, Jacinto Alejandro Baltazar Espejel, Clemente Cariño Guzmán, Noé Gabriel Coria Ruiz, Luis Santos Lara, Mónica Velázquez Castañeda, Joel Cardiel Razo, Leticia Ocampo Brito, Gloria Silva Cuevas, Cecilia Medina Carrillo, María Leticia Guevara Balderas, José Márquez Ávila, Juan Bernardino Monroy Mendoza, Leonardo Mario Guerrero España, Víctor Hugo Márquez Rodríguez, Juan Gabriel Quintana Zepeda, José Trinidad Gómez González, Marco Antonio Ojeda Estrada, Javier Hernández Montaño, Margarito García Balbuena, Carlos Rivera Juárez, Cristina Josefina Viveros Astudillo, María del Pilar Guadalupe Velázquez Vázquez, Karina Hernández Cortés, María Mercado Limón, Salvador García Balbuena, Margarita Reyes Flores, Irene Pérez Heredia, María de Lourdes Zermeño Ávila, Joel Federico Cardiel Vargas, María Miroslava Sánchez Correa, Martha Vázquez Nava, Verónica Manrique Ramírez, Aida de Pablo González, Verónica Ruth Delgado Gómez, Marisol González Valverde, Luis Gómez Estrada, Gilberto Hernández Benítez, Eugenia Coronado Gorgua, Luis Israel Cazares Quiroz, Norma Terán Vázquez, Elsa Hernández Cortés, Pedro Enrique Cardiel Razo, Fernando Paz Camarena, Ernesto Guerrero España, José de Jesús Rodríguez, Elizabeth López Nolasco, Javier Jesús Mendoza Picaso, Marlem Morales Lucio, Juan Manuel Espejel Villa, Gilberto Ruvalcaba Arvizu, Maureen Vera Hernández, Felipe Contreras Gutiérrez, Moisés Macías Cañete, Baciliza Hernández Mejía, Rafael Sagnite Dos Caminos, Raúl Correa Hernández, Beatriz García Mendoza, Leticia Mendoza Barrios, Bibiana Elizabeth Perfecto Ramos, Hugo Eduardo Castillo Lucio, Juan Mondragón Ortiz, Paola Huerta López, Carlos Huerta López, Jesús Ruiz Buendía, Jaime Carrillo de la Orta, Samuel Manzano de la Torre, Alejandro Morales Ramos, Luis Enrique Martínez Hernández, Sandra Lucía Ramos Morales, Ubertino Martínez Ortega, Juan Melchor Gómez López, María de Lourdes Alanís Santos, Alejo Flores Martínez, Sergio Hernández Martínez, Sandra María Guadalupe Báez Cid, María Teresa Alanis Santos, Antonio Cervantes Márquez, Juárez Espejel Alfonso, Villavicencio Aguilar Jorge Alberto, García González Pedro Israel y Héctor Álvarez Balderas, contra la sentencia dictada en el amparo **********, del índice del Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de México; y,

R E S U L T A N D O: 

PRIMERO. Demanda de amparo. Mediante escrito presentado el veintinueve de agosto de dos mil diecisiete, en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de México, con sede en Nezahualcóyotl, María Guadalupe Lucio Hernández, Mónica Garduño Islas, Gabriel Baltazar Espejel, Jacinto Alejandro Baltazar Espejel, Clemente Cariño Guzmán, Noé Gabriel Coria Ruiz, Luis Santos Lara, Mónica Velázquez Castañeda, Joel Cardiel Razo, Leticia Ocampo Brito, Gloria Silva Cuevas, Cecilia Medina Carrillo, María Leticia Guevara Balderas, José Márquez Ávila, Juan Bernardino Monroy Mendoza, Leonardo Mario Guerrero España, Víctor Hugo Márquez Rodríguez, Juan Gabriel Quintana Zepeda, José Trinidad Gómez González, Marco Antonio Ojeda Estrada, Javier Hernández Montaño, Margarito García Balbuena, Carlos Rivera Juárez, Cristina Josefina Viveros Astudillo, María del Pilar Guadalupe Velázquez Vázquez, Hernández Cortés Karina, María Mercado Limón, Salvador García Balbuena, Margarita Reyes Flores, Irene Pérez Heredia, María de Lourdes Zermeño Ávila, Joel Federico Cardiel Vargas, María Miroslava Sánchez Correa, Martha Vázquez Nava, Verónica Manrique Ramírez, Aida de Pablo González, Verónica Ruth Delgado Gómez, Marisol González Valverde, Luis Gómez Estrada, Gilberto Hernández Benítez, Eugenia Coronado Gorgua, Luis Israel Cazares Quiroz, Norma Terán Vázquez, Elsa Hernández Cortés, Pedro Enrique Cardiel Razo, Fernando Paz Camarena, Ernesto Guerrero España, José de Jesús Rodríguez, Elizabeth López Nolasco, Javier Jesús Mendoza Picaso, Marlem Morales Lucio, Juan Manuel Espejel Villa, Gilberto Ruvalcaba Arvizu, Maureen Vera Hernández, Felipe Contreras Gutiérrez, Moisés Macías Cañete, Baciliza Hernández Mejía, Sagnite Dos Caminos Rafael, Raúl Correa Hernández, Beatriz García Mendoza, Leticia Mendoza Barrios, Bibiana Elizabeth Perfecto Ramos, Hugo Eduardo Castillo Lucio, Juan Mondragón Ortiz, Paola Huerta López, Carlos Huerta López, Jesús Ruiz Buendía, Jaime Carrillo de la Orta, Manzano de la Torre Samuel, Morales Ramos Alejandro, Martínez Hernández Luis Enrique, Ramos Morales Sandra Lucía, Ubertino Martínez Ortega, Juan Melchor Gómez López, María de Lourdes Alanís Santos, Alejo Flores Martínez, Sergio Hernández Martínez, Sandra María Guadalupe Báez Cid, María Teresa Alanis Santos, Antonio Cervantes Márquez, Juárez Espejel Alfonso, Villavicencio Aguilar Jorge Alberto, García González Pedro Israel y Héctor Álvarez Balderas (quien firmó la demanda, pero no fue anunciado en su proemio), demandaron el amparo y protección de la Justicia Federal, en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan:

Autoridades Responsables: 

1. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.
2. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión.
3. Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.
4. Secretario de Gobernación.
5. Director del Diario Oficial de la Federación.
Actos reclamados:

· En el ámbito de sus atribuciones, el dictado, aprobación, expedición, promulgación, refrendo, y publicación del decreto por el que se expidió la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, específicamente por lo que hace a los artículos 3°, fracciones III, VIII, XIII, XVIII, 7°, fracción II, 10, párrafo tercero, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 46, 48, 52, 53, 73, 74, párrafo cuarto, 91, párrafo segundo, 93, 95, párrafo segundo y tercero, 100, párrafo segundo, 102, 108, 112, 113, 186, 193, fracciones I y II, nombre de la sección novena, 194, 195, 196, fracciones IV y V, 208, fracciones I y II, 209, fracción II, párrafos primero y segundo, y 213 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.
Al respecto, señalaron que violaban los artículos 1°, 6°, apartado A, fracción II, 9°, primer párrafo, 13, 14, 16, 20, apartado A, fracciones V y IX, 20, apartado B, fracciones I y III, 73, fracción XXX, 90, 123, párrafo primero, apartado A, fracción XVI, y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 8, numeral 1, inciso a, del Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”; 14.2, 14.3, inciso a), y 22, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 2 y 3, numerales 1 y 2 del Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo; y 1, 3, 4 y 6 del Convenio sobre los Representantes de los Trabajadores.

SEGUNDO. Prevención, admisión, trámite y resolución del amparo. Tocó conocer del asunto al Juez Noveno de Distrito en el Estado de México, quien registró la demanda de amparo bajo el número ********** y mediante proveído de treinta y uno de agosto de dos mil diecisiete, previno a algunos quejosos para que precisaran su nombre correcto, ya que diferían de lo asentado en su firma. Desahogado el requerimiento, se tuvieron a los siguientes quejosos con el nombre de Noé Gabriel Coria Ruiz, María Leticia Guevara Balderas, Juan Bernardino Monroy Mendoza, María del Pilar Guadalupe Velázquez Vázquez, María Guadalupe Báez Cid y Héctor Álvarez Balderas.
Por auto de doce de septiembre de dos mil diecisiete, se admitió a trámite la demanda de amparo, solicitó a las autoridades responsables sus respectivos informes justificados y se señaló fecha para la audiencia constitucional.

Seguidos los trámites procesales correspondientes, mediante sentencia terminada de engrosar el dieciséis de enero de dos mil dieciocho, determinó sobreseer en el juicio de amparo por considerar que los quejosos no acreditaron su interés jurídico.
TERCERO. Interposición y trámite del recurso de revisión. Inconforme con la resolución anterior, María Guadalupe Lucio Hernández, en nombre propio y en representación del resto de los quejosos en el amparo, interpuso recurso de revisión por escrito presentado el seis de febrero de dos mil dieciocho en el Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de México.
De dicho asunto, correspondió conocer al Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, cuyo Presidente, mediante acuerdo de siete de marzo de dos mil dieciocho, admitió el recurso y lo registró bajó el número **********.
Seguidos los trámites procesales, el treinta de agosto de dos mil dieciocho, el Tribunal Colegiado del conocimiento emitió resolución en la que confirmó el sobreseimiento por falta de interés jurídico respecto de Luis Gómez Estrada y Hugo Eduardo Castillo Lucio; modificó la causa de improcedencia en relación con el sobreseimiento de los artículos 3, fracciones III, VIII, XIII, XVIII; 7, fracción II; 10, párrafo tercero; 33, con excepción de la fracción II; 35, primer párrafo; 36; 37; 38; 74, párrafo cuarto; 91, párrafo segundo; 93; 95 párrafo segundo y tercero; 100, párrafo segundo; 102; 108; 112; 113; 186; 193, fracciones I y II, sección novena; 194; 195; 196, fracciones IV y V; 208, fracciones I y II; 209, fracción II, párrafos primero y segundo; y, 213 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por considerarlas normas heteroaplicativas; sobreseyó en relación con las autoridades responsables Secretario de Gobernación y Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación porque los actos atribuidos no fueron impugnados por vicios propios; y, finalmente, levantó el sobreseimiento decretado respecto de los artículos 32, 33, fracción II, 34, 35, párrafo segundo, 46, 48, 52, 53 y 73, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y ordenó remitir los autos a este Alto Tribunal para que conociera de su constitucionalidad.
CUARTO. Trámite del amparo en revisión ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. En auto de veintisiete de septiembre de dos mil dieciocho, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación acordó asumir la competencia originaria para que este Alto Tribunal conociera del recurso de revisión, bajo el número de expediente 814/2018, ordenó turnar el asunto al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo y enviar los autos a la Sala a la que se encuentra adscrito, así como la notificación correspondiente a las autoridades responsables, al Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a este Alto Tribunal.

Posteriormente, por acuerdo de veintitrés de octubre de dos mil dieciocho, la Presidenta de esta Primera Sala dispuso que la misma se avocara al conocimiento del presente asunto y ordenó devolver los autos a la ponencia correspondiente, a fin de que se elaborara el proyecto de resolución correspondiente y se diera cuenta de él a esta Primera Sala.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 83 de la Ley de Amparo; y 21, fracción II, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y conforme a lo previsto en el punto tercero, en relación con la fracción III del punto Segundo del Acuerdo General Plenario 5/2013, que aparece publicado en el Diario Oficial de la Federación del veintiuno de mayo de dos mil trece, toda vez que se interpone en contra de una sentencia dictada por un Juez de Distrito, en la audiencia constitucional de un juicio de amparo indirecto, respecto del cual, el Tribunal Colegiado, reservó a este Alto Tribunal el análisis de la constitucionalidad de los artículos 32, 33, fracción II, 34, 35, párrafo segundo, 46, 48, 52, 53 y 73, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

SEGUNDO. Oportunidad del recurso de revisión. No es necesario verificarla, toda vez que el Tribunal Colegiado del conocimiento analizó tal cuestión, concluyendo que la presentación del recurso de revisión fue oportuna.

TERCERO. Cuestiones necesarias para resolver el asunto. A continuación se sintetizan los argumentos referentes a las cuestiones medulares planteadas en la controversia traída a revisión.

1. En la demanda de garantías la parte quejosa planteó diversos conceptos de violación, de los cuales, únicamente se desarrollarán aquéllos vinculados con la constitucionalidad de los artículos 32, 33, fracción II, 34, 35, párrafo segundo, 46, 48, 52, 53 y 73, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas:

Primero.
· Se impugna la constitucionalidad de los artículos 3, fracción VIII (no forma parte de la materia de la revisión), 32, 33, 34, 35, 38, 46 y 48 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en virtud de que atentan contra los derechos fundamentales de igualdad, proporcionalidad y razonabilidad legislativa, previstos en los artículos 1°, 13, 14, 16 y 133 constitucionales, y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

· Las medidas previstas en tales artículos, no superan un examen de proporcionalidad, pues no resultan adecuadas ni racionales para constituir un método apto que conduzca al fin u objetivo perseguido, ya que atentan contra el derecho fundamental de igualdad, en su vertiente de trato desigual a los desiguales y, por ende, también resultan desproporcionales. 

A) Análisis de racionalidad de la medida reclamada conforme a un instrumento entre los medios utilizados y el fin pretendido y su proporcionalidad. 

· La igualdad jurídica consagrada en la Constitución, implica que aquellas personas que participen en situaciones sustancialmente similares, deben estar en aptitud de ser titulares de los mismos derechos y obligaciones, a fin de evitar la existencia de normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho, produzcan como efecto de su aplicación la ruptura de esa igualdad al generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas, o bien, al propiciar efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones dispares; de ello, es que dicha posición de igualdad no puede concretarse respecto de individuos que se encuentran colocados en situaciones diversas.

· Así, la igualdad jurídica no implica que todos los individuos deban ser iguales en todo, sino que implica un trato igual a los iguales y desigual a los desiguales, situación que debe tomar en cuenta el legislador al momento de crear una ley y que en el caso de los artículos impugnado no se consideró por el legislador. 

· En términos del artículo 108 constitucional, en su primer y último párrafo, el constituyente dejó al legislador federal la facultad de emitir la ley que regule la responsabilidad de los actos u omisiones en que incurran los servidores públicos, pero dicha responsabilidad debe ir acorde al desempeño de sus respectivas funciones. 

· Luego, el legislador debió distinguir entre los diferentes tipos de servidores públicos que existen, de acuerdo al desempeño de sus respectivas funciones para imponerles un cierto nivel de obligaciones y así respetar el derecho a la igualdad, en su vertiente de trato desigual a los desiguales.
· Así, las obligaciones de los servidores públicos, dependen de las funciones o actividades que desempeñan en el servicio público que prestan y para efecto de dilucidar cuáles son las funciones de los servidores públicos tenemos que distinguir entre los diferentes tipos de servidores públicos que existen.

· La Carta Magna señala que son servidores públicos las personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza, entre otros, en la Administración Pública Federal; a su vez, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en sus artículos 3°, 45, 46 y 47, señala que forman parte de la Administración Pública Federal los Organismos Públicos Descentralizados y las Entidades Paraestatales.
· Por otra parte, el artículo 123 constitucional distingue tres tipos de servidores públicos: 1) los que están al servicio del sector paraestatal y Organismos Públicos Descentralizados, que se regulan por el apartado A; 2) los que laboran en la Administración Pública Federal, el Congreso de la Unión, el Poder Judicial de la Federación, o en cualquier dependencia del gobierno, que se regulan por el apartado B; 3) los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y miembro de las instituciones policiales, de la Federación, las Entidades Federativas y los Municipios, que se regulan por su propia normatividad.

· Además, existe una segunda clasificación entre trabajadores de base y de confianza.
· La Ley Federal del Trabajo reglamentaria del apartado A del artículo 123 constitucional, aplicable a los trabajadores al servicio del sector paraestatal y Organismos Públicos Descentralizados, distingue a los trabajadores de base de los de confianza en atención a las actividades y funciones que desempeñan. En su artículo 9°, define a los trabajadores de confianza como aquéllos que realizan funciones de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general, y las que se relacionen con los trabajos personales del patrón dentro de la empresa o establecimiento, por lo que cualquier otro trabajador que no realice dichas actividades será considerado de base.
· Por su parte, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, en su artículo 5°, define a los trabajadores de confianza.
· De las normas referidas, se puede concluir que para distinguir entre trabajadores de base o planta y de confianza, se debe atender a las actividades o funciones que desempeña el servidor público; si éstas son de trascendencia, entonces existe un nivel mayor de responsabilidad respecto de los demás servidores públicos. 

· Luego entonces, de acuerdo a la función o actividad desempeñada por el servidor público, corresponde un nivel de responsabilidad y a ésta debe de corresponder un nivel de obligación específica, toda vez que ello es inherente a la responsabilidad. Así, podemos concluir que el nivel de responsabilidad de un trabajador de base o de planta que desempeñe una actividad de carácter administrativo como puede ser archivista o secretaria, no puede equipararse al nivel de responsabilidad de un trabajador de confianza que maneje fondos o valores o que autorice compras, rentas o ventas y, consecuentemente, no pueden tener obligaciones iguales al no encontrarse en situaciones análogas. 
· En efecto, la imposición de las mismas obligaciones a los servidores públicos sin considerar sus funciones o actividades y por ende su responsabilidad, no abona en favor de un mecanismo razonable y concreto que permita un mejor combate a la corrupción -lo cual pondría de manifiesto su carácter racional-, pues su escrutinio no revela en qué forma podría beneficiar a la autoridad investigadora, substanciadora y resolutora de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, o bien al Estado, a evitar que un servidor público de base o de planta pueda cometer actos de corrupción de magnitud similar a los de un servidor público de confianza.

· De esta manera, los artículos impugnados, que prevén la presentación de declaraciones patrimoniales y de intereses, tienen como finalidad llevar a cabo un registro e historial del patrimonio de los servidores públicos durante el tiempo que se encuentran desempeñándose al servicio del Estado y, en su caso, detectar posibles anomalías entre su retribución como servidores públicos y sus pertenencias, es decir, que no se justifique su patrimonio en relación con su ingreso como servidor público, pero ello en atención a las funciones o actividades que realiza y que los coloca en una situación vulnerable o expuesta o a poderse ver tentados a cometer un acto de posible corrupción y no así por el simple hecho de ser servidor público, lo que evidencia una falta de razonabilidad con el fin perseguido.

· Por el contrario, el legislador debió de dar un trato desigual a los servidores públicos de base o de planta que, de acuerdo con las funciones o actividades que desempeñan, no se encuentra en una situación vulnerable o expuesta o a poderse ver tentados a cometer un acto de posible corrupción; esto es, debió de atender al grado de responsabilidad para imponer la obligación y consecuentemente no imponer de forma general a todo servidor público una serie de obligaciones que resultan carentes de toda proporcionalidad y razonabilidad; más aún cuando implican actos de molestia y privativos, como lo es presentar este tipo de declaraciones que implican una intromisión a la intimidad de la persona en sus papeles como lo son las cuentas bancarias y sus declaraciones fiscales, las cuales de manera general se encuentran protegidas por la premisa del secreto bancario y secreto fiscal, que solo deberían inaplicarse de forma excepcional y que en el caso que nos ocupa es la hipótesis de encontrarse en una situación vulnerable o expuesta a poderse ver tentado a cometer un acto de posible corrupción y no así por el simple hecho de ser servidor público, lo que evidencia una falta de proporcionalidad y razonabilidad con el fin perseguido y lo cual sólo se puede distinguir de acuerdo a las actividades que desempeñan.

· De igual forma, imponer la obligación de presentar ese tipo de declaraciones vía electrónica, implica un gasto para el servidor público de base o de planta que, a diferencia de los trabajadores de confianza, no cuentan con una oficina particular o un cubículo personal ni con un equipo de cómputo, que permitan el cumplimiento de dichas obligaciones.
· Tal es el caso que el legislador transgrede el derecho fundamental de trato desigual a los desiguales, pues no consideró la existencia de los trabajadores de base o de planta que ya se encontraban en servicio a la entrada en vigor de la citada Ley, ya que en ninguna parte de ésta dispone el supuesto para presentar declaración patrimonial de inicio o de intereses de este tipo de trabajadores, toda vez que de la simple lectura del artículo 33 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas solo hace referencia a los supuestos de ingreso o reingreso de los servidores públicos y no así de los trabajadores de base o de planta que ya se encontraban en servicio a la entrada en vigor de la citada Ley y que no se encontraban obligados a declarar, lo cual es toral para el sistema establecido por el legislador, siendo que la declaración patrimonial de ingreso o reingreso es la que da pie a la continuidad de las demás.

· Es decir, que no puede cumplirse con la declaración de modificación patrimonial, ni con la de intereses, ni con la de término si no existe la declaración de ingreso o reingreso, ya que sobre la última es la que se evalúa la evolución del patrimonio del servidor público, hecho que además de no tener una razón humana ni jurídica, configura la falta de razonabilidad legislativa y desproporción de la medida adoptada.
· No se justifica el trato igual a los desiguales referido; máxime que el Decreto por el que se creó la Ley General de Responsabilidades Administrativas sólo señaló la necesidad de combatir la corrupción y sancionar las conductas u omisiones de los servidores públicos y particulares que impliquen faltas graves o no graves, pero no señaló los motivos para imponer tales obligaciones a todos los servidores públicos. 
· Por ello, las obligaciones impuestas por el legislador a los servidores públicos de base o de planta, de presentar declaración patrimonial y de intereses, vulneran el derecho a la igualdad, previsto en los artículos 1º y 13 constitucionales, así como 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

· Tales restricciones, sólo se justificarían en el caso de que las funciones o actividades de los servidores públicos, se encontraran en una situación de posible vulnerabilidad o de exposición o tentación a cometer actos u omisiones de corrupción; situación que no acontece con los servidores públicos de base o de planta, y por tanto, la medida adoptada es irracional y desproporcional.
· B) Análisis de racionalidad de la medida reclamada conforme a las cargas que le impone al contribuyente.
· Las obligaciones establecidas en los artículos impugnados son excesivas y no son razonables en relación con las cargas que imponen al servidor público de base.

· Ello, pues implica que el servidor público se vea obligado sin una finalidad legítima a soportar las siguientes cargas:

· Celebrar un contrato con una empresa que preste el servicio de internet.

· Adquirir un equipo de cómputo y un equipo de escáner.

· Contratar el servicio de un tercero que realice dicha actividad.

· Prever recursos económicos suficientes por el tiempo que se encuentre vigente su relación de trabajo, para poder cumplir con la obligación impuesta.
· Por ello, es claro que la obligación establecida en las porciones normativas en análisis, imponen al servidor público erogaciones adicionales a sus gastos ordinarios, sin que medie un motivo razonable a fin de que se combata la corrupción o se inhiba cualquier tipo de acto u omisión que pueda tener como consecuencia un acto de esa naturaleza, lo cual basta para concluir que se trata de una medida excesiva y arbitraria que causa perjuicio al servidor público, por lo que no aprueba un examen de proporcionalidad en contraste con los artículos 1°, 14 y 16 constitucionales.
Segundo.

· Se impugnan los artículos 3, fracciones III, XIII, XVIII, 10, párrafo tercero, 74, párrafo cuarto, 93, 100, párrafo segundo, 102, 108, 112, 113, 186, 193, fracciones I, II, nombre de la Sección Novena, 194, 195, 196, fracciones IV, V, 208, fracciones I, II, 209, fracción II, párrafos primero y segundo, y 213 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas por emplear la frase “presunta responsabilidad administrativa”, atentan contra el derecho humano de presunción de inocencia, previsto en los artículos 20 constitucional, apartado B, fracción I; 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. (no forman parte de la materia de la revisión).

Tercero.
· Se reclama la inconstitucionalidad e inconvencionalidad del artículo 91, párrafo segundo, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en virtud de que atenta contra el principio de debida fundamentación y motivación, presunción de inocencia y defensa adecuada (no forma parte de la materia de la revisión).
Cuarto.
· Los artículos 32, 33, 34, 36 y 37 vulneran los principios de legalidad y seguridad jurídica, pues imponen obligaciones sin precisar la forma de cumplirla.

· Ello, pues se emplea el concepto de “servidores públicos”, el cual es demasiado genérico y no permite identificar en forma precisa qué servidores públicos se encuentran obligados a presentar su declaración de inicio, patrimonial de intereses y fiscal, así como la de término; y por ende presentar digitalmente al Sistema Digital Nacional la documentación que se requiera por las autoridades correspondientes. 

· Es decir; no distingue entre trabajadores de base y de confianza, respecto de los cuáles, sólo los de confianza se encontraban obligados a presentar declaraciones antes de la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.
· De los artículos impugnados se desprende que los servidores públicos se encuentra obligados a presentar declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad, ante las Secretarías o su respecto órgano interno de control; asimismo, los servidores públicos de nuevo ingreso y los de reingreso deben presentar una declaración inicial. Sin embargo, no se contempla el supuesto de los servidores públicos que no se encontraban obligados a presentar desde su ingreso tales declaraciones.

· Ello es fundamental para verificar la supuesta evolución del patrimonio de los declarantes por parte de las autoridades investigadoras y sancionadoras, ya que incluso las secretarías y los órganos internos no podrían percatarse de un incremento patrimonial indebido o de algún conflicto de interés, como lo pretende la Ley.
· Por ende, la Ley no establece los elementos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones que impone, ya que al no tener una coherencia lógica respecto a quienes están dirigidas, tampoco podría determinarse quienes son los responsables.

· Conforme al artículo 14 constitucional, en el derecho administrativo sancionador únicamente puede prohibir la comisión de conductas específicas. Esa es la razón por la que se transgreden los principios de legalidad y seguridad jurídica. 
Quinto.
· Se impugnan los artículos 7°, fracción II, 52, 53 y 73 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en virtud de que atentan contra los derechos a la vida privada, libertad y autonomía sindical, contenidos en los artículos 1°, 6°, apartado A, fracción II, 9°, primer párrafo, 16, 123, párrafo primero, apartado A, fracción XVI y 133, de la Constitución; 2°,3°, numerales 1 y 2, del Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación; 22, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 16, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 8°, numeral 1, inciso a, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 1°, 3°, 4° y 6° del Convenio sobre los Representantes de los Trabajadores. 

· Es claro que la prohibición general de las compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos, dinero, valores, donaciones, servicios y demás beneficios no comprendidos en la remuneración de los servidores públicos, que busquen o acepten obtener o pretendan obtener, por sí o a través de terceros, atenta contra los derechos de libertad y autonomía sindical. 
· Ante la ambigüedad de la norma y con fundamento en el artículo 127 constitucional, en su fracción I, por remuneración debe entenderse toda percepción en efectivo o en especie, incluyendo dietas, aguinaldo, gratificaciones, premios, recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensaciones y cualquier otra; de modo que se excluyen las percepciones que el servidor público de base pudiera percibir por cuenta de su organización sindical, con motivo de su afiliación a la misma y con independencia del nombre que se les dé; incluso las que con motivo del desempeño de un cargo sindical, del mismo sindicato, le pudiera proporcionar, tales como apoyos, gratificaciones, compensaciones, entre otros, que son indispensables para desempeñar los cargos o comisiones sindicales; y tampoco podrían otorgarlas los directivos del sindicato facultados estatutariamente para ello. 

· Lo anterior es así, porque la ley es tan ambigua que ni siquiera distinguió entre los tipos de servidores públicos que existen al amparo de nuestra legislación, en términos del artículo 123 constitucional, así como la Ley Federal del Trabajo y la Ley de Trabajadores al Servicio del Estado.
· Tanto los servidores públicos de base como los de confianza, gozan el derecho de libertad y autonomía sindical, así como de libre negociación colectiva y huelga, con la única restricción de que los de confianza no pueden pertenecer a los sindicatos de los de base.

· El fin de las organizaciones sindicales es el estudio, mejoramiento y defensa de los intereses de los trabajadores. Tienen además plena autonomía para redactar sus intereses, por lo que pueden establecer prerrogativas, beneficios, derechos, servicios, donaciones, prestaciones en dinero o en especie, para los miembros o sus familiares. Tales derechos no pueden restringirse ni limitarse.

· Es importante señalar que los recursos públicos que le son otorgados a las organizaciones sindicales con motivo de un contrato colectivo, pasan a formar parte de su patrimonio y, por ende, pueden disponer libremente de ellos, como compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios, regalos, valores, donaciones, servicios y demás beneficios que impliquen una mejora para el servidor público afiliado y sus familiares.
· De ahí que el sindicato pueda disponer libremente de las cuotas sindicales, por el simple hecho de no ser dinero público y no tener obligación de rendir cuentas a terceros, sino sólo a sus agremiados; por lo que el destino, finalidad u objeto de dichas cuotas corresponde definirlo sólo a los miembros de dichas organizaciones.

· En efecto, la información relativa al monto, destino y utilización de las cuotas sindicales no es pública, por lo que el Sindicato y sus agremiados pueden disponer libremente de ellas. Sirve de apoyo la tesis de rubro “INFORMACIÓN PÚBLICA. EL MONTO ANUAL DE LAS CUOTAS SINDICALES DE LOS TRABAJADORES DE PETRÓLEOS MEXICANOS NO CONSTITUYE UN DATO QUE DEBA DARSE A CONOCER A LOS TERCEROS QUE LO SOLICITEN”.

· En consecuencia, si los servidores públicos de base o de planta, como miembros de un sindicato, acuerdan que sus recursos económicos se destinen al pago de una compensación, prestación, dádiva, obsequio, regalo, dinero, valor, donación, servicio u otro beneficio, no puede prohibirlo el legislador, pues violaría el derecho a la vida privada, libertad y autonomía sindical.

· Asimismo, las cuotas sindicales y los recursos obtenidos por los sindicatos no pueden someterse al escrutinio de la información pública ni tienen un fin previamente determinado, sino que se trata del patrimonio de una persona moral que puede disponerse de la manera que se crea conveniente y con la finalidad de cumplir con su objeto, que es el estudio, mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses. 

· De ahí que se violen los derechos referidos, al no establecerse una excepción a la prohibición general referida; máxime que es una obligación de los directivos de los sindicatos exigir, solicitar, aceptar, recibir o pretender recibir las compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos, dinero, valores, donaciones, servicios y demás beneficios no comprendidos en su remuneración. 

· En cuanto al último párrafo el artículo 73, al sancionar a los directivos de los sindicatos, se infringe lo dispuesto en el artículo I del Convenio sobre Representantes de los Trabajadores, que prevé que éstos deben gozar de protección eficaz contra todo acto que pueda perjudicarlos, incluido el despido por razón de su condición de representantes de los trabajadores, de sus actividades como tales, de su afiliación al sindicato, o de su participación en la actividad sindical; pues se estaría sancionando a los directivos que exijan, soliciten, acepten, reciban o pretendan recibir las compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos, dinero, valores, donaciones, servicios y demás beneficios no comprendidos en su remuneración, que reciben con motivo de los pactos colectivos.
Sexto.

· Se reclama la inconstitucionalidad de los artículos 38 y 95 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas al tratarse de una ley privativa prohibida por los artículos 1°, 13 y 16 constitucionales (no forma parte de la materia de la revisión).
2. El juez de distrito sobreseyó en el juicio promovido, en virtud de que consideró actualizada la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, relativa a la falta de interés jurídico de los quejosos.
· En la especie, los quejosos no acreditan la calidad de ser servidores públicos de la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl, pues no allegaron ningún medio de prueba apta que demuestre dicha calidad. 

· Efectivamente, los peticionarios de amparo, aducen ser trabajadores en activo al servicio de la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl, y para tal efecto ofrecieron diversas pruebas, que resultan insuficientes para demostrar el interés jurídico en el presente juicio de amparo.

· Efectivamente, con los estatutos del Sindicato Único de Trabajadores de la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl, sólo se demuestran las normas que rigen ese gremio; pero no prueba la calidad con que se ostentan los quejosos en este juicio.

· Por su parte, el contrato y Reglamento Interior de Trabajo del Personal Administrativo, demuestra los términos y condiciones en que éstos se celebraron, entre la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl y el Sindicato Único de Trabajadores de Apoyo de dicha entidad educativa, sin que se derive el carácter que ostentan los promoventes de amparo.

· De la copia certificada del oficio **********., signado por la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Valle de Cuautitlán, dirigido al Secretario General del Sindicato Único de Trabajadores de Apoyo de la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl, sólo demuestra que la junta de conciliación tomó nota de la nueva integración del sindicato con apoyo en la asamblea electoral celebrada el once de agosto de dos mil quince, indicando que la vigencia de éste sería hasta el treinta de septiembre de dos mil diecinueve, precisando el nombre y cargo de cada uno de los integrantes del sindicato.

· Sin embargo, esta prueba es insuficiente para demostrar la calidad de trabajadores activos al servicio de la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl, pues, si bien aparecen algunos de los nombres de los quejosos en la integración del sindicado, lo cierto es que la temporalidad con la que se elaboró tanto la asamblea electoral (once de agosto de dos mil quince) como la fecha de oficio ********** (uno de octubre de dos mil quince), no permiten a esta autoridad federal, establecer que en la actualidad que los referidos integrantes del sindicato, continúen teniendo la calidad de trabajadores en activo al servicio de la institución educativa señalada.

· Del acuse de recibo con fecha de presentación  ante la junta de conciliación el diecisiete de octubre de dos mil diez, con número económico **********, únicamente acredita que se solicitó copia certificada del expediente ********** ante dicha autoridad; pero, no demuestra el interés jurídico de los quejosos en este juicio.

· Asimismo, del acuse de diecisiete de octubre de dos mil diez, con número económico **********, sólo prueba que se solicitaron copias certificadas de la toma de nota a que se ha hecho referencia en párrafos anteriores, sin que pruebe la calidad de servidores públicos de los quejosos en la institución educativa que refieren.

· Por último, las copias simples de las credenciales para votar de los quejosos, expedidas por el Secretario Ejecutivo Nacional del Instituto Nacional Electoral, así como de las credenciales expedidas por la Universidad y de los recibos de nómina a nombre de los peticionarios, se valoran en términos del artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente conforme al 2° de la Ley de Amparo, ya que son copias simples y, por esa circunstancia, carecen por sí mismas de valor probatorio pleno, pues sólo generan la presunción de la existencia de los documentos que reproducen; pero, sin que sean bastantes, cuando no se encuentran adminiculados con otros elementos probatorios para justificar el hecho que se pretende demostrar, porque aun cuando suponen la existencia de un original que sirvió de base para su colocación en la máquina copiadora que los reprodujo, es también conocida la facilidad con que pueden manipular, para efectos de su edición.

· Por tanto, en el juicio no se probó que los quejosos se ubican en los supuestos previstos en las normas autoaplicativas –ser servidores públicos-, en el sentido de que por su sola expedición y entrada en vigor, estén obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, ante las Secretarías o su respectivo Órgano Interno de Control, bajo las condiciones y términos que señala la ley, porque no probaron ser servidores públicos en activo al servicio del organismo público descentralizado que refieren.
3. Al respecto, los agravios hechos valer por la parte recurrente son los que se sintetizan a continuación:
Primero.
· En el caso, se contaba con interés legítimo, al tratarse de normas autoaplicativas. De manera que debió analizarse el fondo del asunto, en cumplimiento a la obligación de prevenir afectaciones a la esfera jurídica de las personas.

· El juez de distrito debió analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento de la manera más estricta posible y no así ampliándolas en perjuicio de los gobernados.
Segundo.
· En cuanto a la calidad de servidores públicos de los recurrentes, contrario al señalamiento del juez de distrito, sí se acreditó dicha situación con las pruebas anexadas a la demanda de amparo, las cuales no fueron debidamente valoradas.
· Además, aun cuando dichas pruebas fuesen insuficientes, en el escrito inicial de demanda se manifestó bajo protesta de decir verdad que los servidores públicos recurrentes contaban con dicha calidad.
· Por ende, se puede concluir que la protesta o juramento de decir verdad constituye un acto solemne y eficaz, que da fuerza a la promesa o declaración.

· Adicionalmente, la mayoría de los quejosos presentaron copia simple de su credencial como trabajadores de la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl.
· El juez de distrito debió tomar en cuenta tales documentales, que adminiculadas y valoradas en beneficio del gobernado, permiten otorgarles valor probatorio, pues no carecen de valor probatorio por el sólo hecho de ser copias fotostáticas carentes de certificación.

· Además, se mencionó que las normas impugnadas no causaban perjuicio por su sola entrada en vigor, sin embargo ello es incorrecto pues se trata de normas autoaplicativas, que causan perjuicio por su sola entrada en vigor, sin necesidad de un acto de aplicación.
4. El Tribunal Colegiado en su resolución de treinta de agosto de dos mil dieciocho, resolvió lo siguiente:
· Se sobresee respecto de los quejosos Luis Gómez Estrada y Hugo Eduardo Castillo Lucio, pues no acreditaron su calidad de servidores públicos ni, por tanto, su interés jurídico.
· El resto de los quejosos sí acreditaron su calidad de servidores públicos de la Universidad Tecnológica de Nezahualcóyotl, mediante los comprobantes fiscales por internet emitidos a su favor por dicha institución, por lo que:
· Debe prevalecer el sobreseimiento decretado en relación con el artículo 3, fracciones III, VIII, XIII, XVIII, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por falta de interés pues dicho precepto prevé meras definiciones que ninguna afectación producen en la esfera de los quejosos.
· Debe sobreseerse respecto de los artículos 7, fracción II; 10, párrafo tercero; 33, con excepción de la fracción II; 35, primer párrafo; 36; 37; 38; 74, párrafo cuarto; 91, párrafo segundo; 93; 95 párrafos segundo y tercero; 100, párrafo segundo; 102; 108; 112; 113; 186; 193, fracciones I y II, sección novena; 194; 195; 196, fracciones IV y V; 208, fracciones I y II; 209, fracción II, párrafos primero y segundo; y, 213 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, al tratarse de normas heteroaplicativas, que no causan una afectación con su entrada en vigor, pues se refieren a conductas que pueden implicar una presunta responsabilidad en que pueden incurrir los servidores públicos; responsabilidad, la cual se tendrá que dilucidar en el procedimiento establecido en la propia ley.
· Asiste la razón a los recurrentes en cuanto a la falta de interés invocada por el juez de distrito invocada, respecto de los artículos 32; 33, fracción II; 34; 35, párrafo segundo; 46; 48; 52; 53 y 73 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, pues se trata de normas que producen afectación por su sola entrada en vigor, ya que obligan a los servidores públicos a presentar su declaración de situación patrimonial y de intereses, o bien les limita su actuar con ese carácter. 
· Se sobresee respecto del Secretario de Gobernación y el Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación, puesto que no se impugnaron sus actos por vicios propios.
· Se carece de competencia para conocer de la constitucionalidad de los artículos 32; 33, fracción II; 34; 35, párrafo segundo; 46; 48; 52; 53 y 73 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por lo que se ordena remitir a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
CUARTO. Estudio de fondo. En primer lugar, es preciso señalar que en atención al sobreseimiento decretado respecto del resto de los preceptos reclamados, esta Sala se ceñirá al análisis de los argumentos de inconstitucionalidad formulados en contra los artículos 32; 33, fracción II; 34; 35, párrafo segundo; 46; 48; 52; 53 y 73 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.
En los argumentos esgrimidos en los conceptos de violación identificados como primero y cuarto, dirigidos en contra de los artículos 32, 33, 34, 35, 46 y 48 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, los quejosos aducen –en esencia- que:

· En la imposición de la obligación de presentar declaración de situación patrimonial y de intereses, el legislador debió dar un trato desigual a los desiguales, es decir, a los diferentes tipos de servidores públicos conforme a sus funciones y su nivel de responsabilidad.
· No debió imponerse la obligación de presentar declaración de situación patrimonial y de intereses a los servidores públicos con la calidad de trabajadores de base, puesto que no se justifica en atención a sus funciones. Consideran que la finalidad de tales obligaciones es verificar que no existan incrementos patrimoniales que no correspondan a los ingresos de los servidores públicos que se encuentran expuestos a cometer actos de corrupción, lo que sólo acontece en los servidores públicos de confianza que manejan fondos o valores o que autorizan compras, rentas o ventas; por tanto, son desproporcionales e irrazonables.

· Dichas obligaciones constituyen actos de molestia y privativos, ya que implican una intromisión injustificada en sus papeles, como lo son las cuentas bancarias y las declaraciones fiscales. 
· Asimismo, el cumplimiento de tales obligaciones por medios electrónicos, representa un gasto para los servidores públicos de base, que a diferencia de los de confianza, no cuentan con las herramientas para ello, como son un equipo de cómputo con internet y escáner; lo que implica que deban adquirir un equipo de cómputo, un escáner y el servicio de internet, así como el servicio de una persona que realice dicha actividad. 
· Por último, aduce que el concepto de “servidores públicos”, es demasiado genérico y no permite identificar en forma precisa qué servidores públicos se encuentran obligados a presentar su declaración de inicio, patrimonial de intereses y fiscal, así como la de término; y por ende presentar digitalmente al Sistema Digital Nacional la documentación que se requiera por las autoridades correspondientes. De ahí que no se establezca la forma de dar cumplimiento a las obligaciones referidas en el caso de los trabajadores de base que no se encontraban obligados a ello antes de la entrada en vigor de la Ley impugnada, pues no actualizan el supuesto de ingreso o reingreso para presentar una declaración inicial, la cual es indispensable para las subsecuentes, ya que sobre ella se realiza la evaluación del patrimonio, lo que atenta contra el principio de seguridad jurídica.
Los argumentos referidos son infundados por los motivos siguientes.
Las disposiciones impugnadas son del tenor siguiente:

“Sección Segunda
De los sujetos obligados a presentar declaración patrimonial y de intereses

Artículo 32. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad y ante las Secretarías o su respectivo Órgano interno de control, todos los Servidores Públicos, en los términos previstos en la presente Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia”.
“Sección tercera

Plazos y mecanismos de registro al sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de declaración fiscal

Artículo 33. La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos: (…)
II. Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año, y (…)”
“Artículo 34. Las declaraciones de situación patrimonial deberán ser presentadas a través de medios electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica. En el caso de municipios que no cuenten con las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplearse formatos impresos, siendo responsabilidad de los Órganos internos de control y las Secretarías verificar que dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución patrimonial y de declaración de intereses.

Las Secretarías tendrán a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los Servidores Públicos, y llevarán el control de dichos medios.

Asimismo, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá las normas y los formatos impresos; de medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los Declarantes deberán presentar las declaraciones de situación patrimonial, así como los manuales e instructivos, observando lo dispuesto por el artículo 29 de esta Ley.

Para los efectos de los procedimientos penales que se deriven de la aplicación de las disposiciones del presente Título, son documentos públicos aquellos que emita la Secretaría para ser presentados como medios de prueba, en los cuales se contenga la información que obre en sus archivos documentales y electrónicos sobre las declaraciones de situación patrimonial de los Servidores Públicos.

Los Servidores Públicos competentes para recabar las declaraciones patrimoniales deberán resguardar la información a la que accedan observando lo dispuesto en la legislación en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales”.
“Artículo 35. (…)

En las declaraciones de modificación patrimonial se manifestarán sólo las modificaciones al patrimonio, con fecha y valor de adquisición. En todo caso se indicará el medio por el que se hizo la adquisición”.
“Sección sexta

De la declaración de intereses

Artículo 46. Se encuentran obligados a presentar declaración de intereses todos los Servidores Públicos que deban presentar la declaración patrimonial en términos de esta Ley.

Al efecto, las Secretarías y los Órganos internos de control se encargarán de que las declaraciones sean integradas al sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de declaración fiscal”.
“Artículo 48. El Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, expedirá las normas y los formatos impresos, de medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los Declarantes deberán presentar la declaración de intereses, así como los manuales e instructivos, observando lo dispuesto por el artículo 29 de esta Ley.

La declaración de intereses deberá presentarse en los plazos a que se refiere el artículo 33 de esta Ley y de la misma manera le serán aplicables los procedimientos establecidos en dicho artículo para el incumplimiento de dichos plazos. También deberá presentar la declaración en cualquier momento en que el servidor público, en el ejercicio de sus funciones, considere que se puede actualizar un posible Conflicto de Interés”.
Los artículos transcritos se encuentran ubicados dentro del capítulo III, del título segundo de la Ley, relativo a los instrumentos de rendición de cuentas. En específico, se advierte que dichos numerales imponen a todos los servidores públicos la obligación de presentar declaraciones de situación patrimonial y de intereses. En el cumplimiento de dicha obligación, los servidores públicos deben observar las pautas siguientes:

· Deben presentar la declaración de modificación patrimonial durante el mes de mayo de cada año.
· Deben presentar la declaración de modificación patrimonial a través de medios electrónicos.

· Deben presentar la declaración de modificación patrimonial, manifestando las modificaciones al patrimonio, con fecha y valor de adquisición.

· Deben presentar la declaración de intereses durante el mes de mayo de cada año y en cualquier momento en el que consideren que se puede actualizar un posible conflicto de interés.

· Deben presentar la declaración de intereses a través de los medios magnéticos y electrónicos que determine el Comité Coordinador.
Contrario a lo que pretenden los quejosos, esta Sala estima que dichos preceptos se apegan al marco constitucional. 
En cuanto a la obligación general de presentar tales declaraciones, debe aclararse que el mandato no deriva de la ley impugnada, sino del propio artículo 108 de la Ley Suprema:
“Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común.

Los ejecutivos de las entidades federativas, los diputados a las Legislaturas Locales, los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, los integrantes de los Ayuntamientos y Alcaldías, los miembros de los organismos a los que las Constituciones Locales les otorgue autonomía, así como los demás servidores públicos locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo y aplicación indebidos de fondos y recursos federales.

Las Constituciones de las entidades federativas precisarán, en los mismos términos del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. Dichos servidores públicos serán responsables por el manejo indebido de recursos públicos y la deuda pública.

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley”.
Así, resulta que por disposición constitucional, todos los servidores públicos, sin excepción, se encuentran obligados a presentar declaración patrimonial y de intereses; obligación que se incorporó al texto constitucional a partir de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de mayo de dos mil quince. 
En el procedimiento de reforma constitucional, la Cámara de Diputados, mediante dictamen de veintiséis de febrero de dos mil quince, elaborado por la Comisión de Puntos Constitucionales, razonó lo siguiente:

“Declaración patrimonial y de conflictos de intereses.

Las democracias constitucionales reconocen la autonomía de las personas y el libre desarrollo de sus proyectos de vida, a partir de la garantía de diversos bienes primarios. En este sentido, un ciudadano podrá generar y perseguir los intereses que convengan a su proyecto de vida.

La defensa de estos intereses debe ser legítimamente reconocida como válida siempre y cuando no contravenga al sistema jurídico. No obstante, si todos los ciudadanos adquieren la misma capacidad de desarrollar sus proyectos de vida, debe entenderse que existirán situaciones en las que los intereses colisionen o coincidan.

En materia del combate a la corrupción, interesa la coincidencia entre intereses que vulneran la debida gestión pública. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) define al conflicto de interés como El conflicto entre las responsabilidades oficiales y el interés privado de un servidor público, en el que la capacidad privada del funcionario puede influir impropiamente en el desempeño de sus responsabilidades y obligaciones.

Al igual que el entendimiento de la corrupción como sistema, el análisis del conflicto de interés representa un fenómeno complejo, sobre todo para la prevención de la comisión de actos de corrupción.

Si se parte de la necesidad de compartir la influencia impropia a la que se refiere la definición de la OCDE, ésta debe entenderse como la influencia comprobable de los intereses personales del servidor público en el desempeño de sus funciones.

El objetivo de las reformas propuestas es garantizar, a través de un enfoque moderno, la integridad en la toma de decisiones gubernamentales, para que no se vean comprometidas por intereses privados.

Las modificaciones propuestas establecerán mecanismos sólidos que incentiven el ejercicio público responsable y sancione a aquellos que cometan actos de corrupción. Además, éstas permitirán la implementación de políticas públicas que persigan los siguientes ejes: (i) Capacitación y cooperación; (ii) Prevención; (iii) Transparencia, y (iv) Participación ciudadana. 

Los beneficios esperados resultan aplicables para la obligación general de presentar declaraciones patrimoniales y de intereses. Ambos aspectos servirán para implementar mecanismos de control que eleven los costos del agente racional y servidor público frente al indebido ejercicio de sus facultades públicas.

La trascendencia de estos aspectos se justifica en la influencia efectiva que pueda tener el entorno del servidor público en cuanto a su toma de decisiones en el desempeño de funciones públicas.

Así, los servidores públicos estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determinen las leyes aplicables.
(..)”
Por su parte, en las consideraciones del Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; de Anticorrupción y Participación Ciudadana; de Gobernación, y de Estudios Legislativos, Segunda, de la Cámara de Senadores, del veintiuno de abril de dos mil quince, se señaló lo siguiente:
“DÉCIMA SÉPTIMA. El proyecto de Decreto que se analiza y se dictamina, propone incluir en el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que los servidores públicos estarán obligados a presentar bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes, en los términos que determine la ley.

Cabe señalar que la promoción de la transparencia y la prevención de situaciones de conflicto de intereses son elementos que se mencionan con mayor amplitud sobre las medidas eficaces. Al respecto, Canadá, Italia, Reino Unido y Estados Unidos disponen que las declaraciones de intereses constituyen una medida fundamental para la prevención de conflictos de esa índole.
Estas Comisiones Unidas, conscientes de que el conflicto de intereses es un tema pendiente de atención legislativa en nuestro país, reconocemos que la minuta con proyecto de Decreto que se dictamina contemple la incorporación a la Constitución General de la República de la obligación que tendrán los servidores públicos de presentarla, conjuntamente con su declaración patrimonial.

Estas dos declaraciones que rindan los servidores públicos coadyuvarán a la prevención de responsabilidades administrativas y penales, así como a la identificación de casos de enriquecimiento ilícito.

(…)”
Es decir, el Poder Reformador de la Constitución consideró que la obligación de presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses es un obstáculo para que los servidores públicos actúen indebidamente, de manera que constituye un mecanismo de prevención e identificación de responsabilidades administrativas y penales.

De ahí que sea falsa la apreciación de los recurrentes en el sentido de que la obligación reclamada tenga por finalidad “verificar que los servidores públicos expuestos a cometer actos de corrupción no obtengan beneficios patrimoniales distintos a los derivados de su cargo”, pues la finalidad de la reforma fue prevenir de manera general la comisión de conductas indebidas en el servicio público, así como facilitar su identificación por las autoridades competentes. 
Por tales motivos, el planteamiento resulta infundado, pues se trata de una obligación impuesta por el propio texto constitucional sin distinción alguna, que tiene por fin prevenir e identificar actuaciones irregulares de los servidores públicos, con independencia de las funciones y el grado de responsabilidad que éstos tengan.
Ahora, en cuanto a los sujetos pasivos de la obligación en estudio, el artículo 108 constitucional preceptúa el concepto de servidores públicos, al señalar que se reputarán tales a “los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía”.

A su vez, el artículo 3º de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en su fracción XXV, señala:

“Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

XXV. Servidores Públicos: Las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; (…)”
Por tanto, es infundado que el concepto de “servidores públicos”, sea demasiado genérico y no permita identificar en forma precisa qué servidores públicos se encuentran obligados a presentar las declaraciones reclamadas, pues por una parte existe una definición constitucional y legal para tales efectos y, además, el legislador no se encuentra constreñido a definir los vocablos o locuciones que emplea, debido a que las leyes no son diccionarios y lo contrario haría imposible la función legislativa. Sirve de apoyo la jurisprudencia siguiente:
“LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE DERIVAR EXCLUSIVAMENTE DE LA FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS VOCABLOS O LOCUCIONES UTILIZADOS POR EL LEGISLADOR. Es cierto que la claridad de las leyes constituye uno de los imperativos apremiantes y necesarios para evitar o disminuir su vaguedad, ambigüedad, confusión y contradicción; sin embargo, de un análisis integral de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se llega a la conclusión de que ninguno de los artículos que la componen establece, como requisito para el legislador ordinario, el que en cada uno de los ordenamientos secundarios -considerando también a los de la materia penal- defina los vocablos o locuciones ahí utilizados. Lo anterior es así, porque las leyes no son diccionarios y la exigencia de un requisito así, tornaría imposible la función legislativa, pues la redacción de las leyes en general se traduciría en una labor interminable y nada práctica, teniendo como consecuencia que no se cumpliera, de manera oportuna, con la finalidad que se persigue con dicha función. De ahí, que resulte incorrecto y, por tanto, inoperante, el argumento que afirme que una norma se aparta del texto de la Ley Fundamental, porque no defina los vocablos o locuciones utilizados, pues la contravención a ésta se debe basar en aspectos objetivos que generalmente son los principios consagrados en ella, ya sea prohibiendo una determinada acción de la autoridad en contra de los particulares gobernados y ordenando la forma en que deben conducirse en su función de gobierno. Además, del análisis de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo séptimo y 72, inciso f), de la Carta Magna, se advierte el reconocimiento, por parte de nuestro sistema jurídico, de la necesidad de que existan métodos de interpretación jurídica que, con motivo de las imprecisiones y oscuridades que puedan afectar a las disposiciones legales, establezcan su sentido y alcance, pero no condiciona su validez al hecho de que sean claras en los términos que emplean
”.

Vinculado con lo anterior, devienen infundados los razonamientos relativos a que constituyen una intromisión injustificada en sus papeles, pues se advierte que el Poder Reformador le otorgó un elevado nivel de importancia a la necesidad de prevenir e identificar conductas irregulares en la función pública, sin detrimento de las garantías constitucionales ya reconocidas.

Es decir, se estima que la obligación de presentar las declaraciones situación patrimonial y de intereses no constituye -por sí-, un acto de intromisión respecto de la información proporcionada sino una medida para prevenir la comisión de conductas indebidas en el servicio público, así como facilitar su identificación por las autoridades competentes; y si bien, con dicha información la autoridad investigadora tiene a su alcance ciertos elementos que en un momento dado pueden generar actos de intromisión, lo cierto es que, será hasta entonces cuando la autoridad tenga que cumplir en lo conducente, los requisitos a que alude el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tales razones, como se anticipó, resultan infundados los argumentos enderezados en ese sentido. 
Además, en armonía con lo anterior, el legislador ordinario estableció que para el cumplimiento de dichas obligaciones, el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción debe emitir formatos de declaración que protejan los derechos a la vida privada y a la protección de los datos personales; y, del mismo modo, las autoridades competentes para recabar las declaraciones patrimoniales deben resguardar la información a la que accedan, observando la legislación en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales. 

“Artículo 29. Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos por la Constitución. Para tal efecto, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, garantizando que los rubros que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades competentes”.

“Artículo 34. (…)

Los Servidores Públicos competentes para recabar las declaraciones patrimoniales deberán resguardar la información a la que accedan observando lo dispuesto en la legislación en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales”.

En esa tesitura, el hecho de que previo a la reforma constitucional no existiera la obligación de presentar declaraciones de situación patrimonial para los servidores públicos excluidos del catálogo del artículo 36 de la abrogada Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos
, no merma su validez pues –se reitera- dicha carga general emana del texto constitucional.
Y respecto de la alegada omisión de prever el supuesto de declaración inicial para los servidores públicos que no se encontraban obligados a ello antes de la entrada en vigor de la Ley impugnada, se estima inoperante al no ser parte de la materia de esta revisión, por haberlo sobreseído el Tribunal Colegiado; por lo que con independencia de que deba o no presentarse una declaración inicial, en lo relativo a la declaración de situación patrimonial se confirma la constitucionalidad de la obligación, por lo que resulta infundado el motivo de disenso en análisis.

A similar conclusión arribó la Segunda Sala de este Tribunal, al resolver el amparo en revisión 294/2018, de lo que resultó la tesis de rubro y texto siguiente:

“DECLARACIONES DE SITUACIÓN PATRIMONIAL Y DE INTERESES. TODOS LOS SERVIDORES PÚBLICOS, POR MANDATO CONSTITUCIONAL, ESTÁN OBLIGADOS A PRESENTARLAS (CONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTÍCULOS 32 Y 46 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). Conforme al último párrafo del artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los servidores públicos están obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley; a su vez, los artículos 32 y 46 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas disponen que todos los servidores públicos están obligados a hacerlo ante las Secretarías o el respectivo órgano interno de control. Por su parte, el Sistema Nacional Anticorrupción, creado en 2015, se rige por los principios de legalidad, honradez, transparencia, lealtad, imparcialidad y eficacia, y busca promover la integridad y la obligación de rendir cuentas; en armonía con estos objetivos se encuentra la obligación, de todo servidor público, de presentar sus declaraciones de situación patrimonial y de intereses, sin que pueda considerarse que aquellos que estaban en activo, antes de la reforma constitucional que introdujo el Sistema referido, y que por ley no estaban obligados a presentarlas, adquirieron el derecho a no hacerlo, pues el deber que ahora han de cumplir deriva del texto del artículo 108, último párrafo, mencionado, justamente porque las normas constitucionales, como creadoras de un sistema jurídico, tienen la capacidad de regular y modificar actos o situaciones ya existentes, como aconteció en el caso, en beneficio de la sociedad
“.

En cuanto a la manera de dar cumplimiento a dicha obligación constitucional, específicamente en lo relativo a la presentación de las declaraciones por medios electrónicos, es infundado que constituya una carga irrazonable, ya que es proporcional con el fin perseguido. 
Lo anterior, debido a que de los trabajos legislativos que antecedieron a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se advierte que la obligación aludida tuvo como finalidad facilitar el manejo, control y presentación de las declaraciones patrimoniales y de intereses, aspectos que se encuentran dentro del ámbito del artículo 108, párrafo último, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que significa que la obligación legal tiene una finalidad constitucionalmente válida, como lo es optimizar la identificación de conductas irregulares en el desempeño del servicio público; por lo que no se impone una carga innecesaria o desproporcional al servidor público por el simple hecho de que tenga que presentar sus declaraciones a través de medios electrónicos, ya que si aquél cumple con tales obligaciones, aprovechado los avances tecnológicos, se facilita el manejo de la información derivada de las declaraciones, el control de la actuación de los servidores públicos y, principalmente, la presentación de las declaraciones, lo que se traduce en un ahorro de tiempo y trámites.
Por ello, se considera que no se está ante una carga injustificada ni desproporcional; máxime, si se toma en cuenta que en términos de la misma legislación impugnada, los entes públicos están obligados a crear condiciones estructurales que permitan la correcta actuación de los servidores públicos, como lo sería proporcionar las herramientas tecnológicas necesarias para presentar las declaraciones patrimonial y de intereses:
“Artículo 6. Todos los entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor público.” 
Así, resultan infundados los motivos de violación hechos valer en contra de los artículos 32, 33, 34, 35, 46 y 48 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 
Por lo que hace a los razonamientos dirigidos a poner en evidencia un vicio de constitucionalidad en los artículos 52, 53 y 73 del ordenamiento referido, esta Sala los considera inoperantes, pues se advierte que se trata de normas de carácter general y abstracto y el argumento para controvertirlas descansa en una situación particular o hipotética. 
En efecto, los numerales impugnados, regulan las conductas constitutivas de cohecho y peculado, consideradas como faltas graves de los servidores públicos, así como las constitutivas de faltas de particulares en situación especial:
“Artículo 52. Incurrirá en cohecho el servidor público que exija, acepte, obtenga o pretenda obtener, por sí o a través de terceros, con motivo de sus funciones, cualquier beneficio no comprendido en su remuneración como servidor público, que podría consistir en dinero; valores; bienes muebles o inmuebles, incluso mediante enajenación en precio notoriamente inferior al que se tenga en el mercado; donaciones; servicios; empleos y demás beneficios indebidos para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte.”

“Artículo 53. Cometerá peculado el servidor público que autorice, solicite o realice actos para el uso o apropiación para sí o para las personas a las que se refiere el artículo anterior, de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables.”

“Artículo 73. Se consideran Faltas de particulares en situación especial, aquéllas realizadas por candidatos a cargos de elección popular, miembros de equipos de campaña electoral o de transición entre administraciones del sector público, y líderes de sindicatos del sector público, que impliquen exigir, solicitar, aceptar, recibir o pretender recibir alguno de los beneficios a que se refiere el artículo 52 de esta Ley, ya sea para sí, para su campaña electoral o para alguna de las personas a las que se refiere el citado artículo, a cambio de otorgar u ofrecer una ventaja indebida en el futuro en caso de obtener el carácter de Servidor Público.
A los particulares que se encuentren en situación especial conforme al presente Capítulo, incluidos los directivos y empleados de los sindicatos, podrán ser sancionados cuando incurran en las conductas a que se refiere el Capítulo anterior.”
Al respecto, los recurrentes alegan que tales disposiciones establecen una prohibición general que atenta contra sus derechos sindicales, pues les impide que como trabajadores miembros de un sindicato, obtengan beneficios por parte de dicha entidad, como serían “compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos, dinero, valores, donaciones, servicios” entre otros; sin embargo, la violación reclamada no acontece en la especie, pues los supuestos normativos impugnados se limitan a sancionar en términos generales y abstractos determinados supuestos en los que existe un funcionamiento inadecuado en el servicio público.
En lo conducente, el artículo 52 impugnado establece como elementos constitutivos del tipo administrativo de cohecho:
1. Ser servidor público,

2. Exigir, aceptar, obtener o pretender obtener,

3. Con motivo de las funciones,

4. Beneficios indebidos
Respecto del tipo administrativo de peculado, previsto en el artículo 53, se debe acreditar:

1. Ser servidor público,

2. Autorizar, solicitar o realizar actos,

3. Para el uso o apropiación

4. De recursos públicos,

5. Sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables.

En cuanto a las faltas cometidas por particulares en situación especial, sobre los supuestos cuestionados, se requiere:

1. Ser líder sindical,
2. Exigir, solicitar, aceptar, recibir o pretender recibir,

3. Beneficios indebidos,

4. A cambio de otorgar u ofrecer una ventaja indebida en el futuro en caso de obtener el carácter de servidor público.
O bien:

1. Ser líder sindical, directivo o empleado de los sindicatos del sector público,
2. Cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 52 o 53.
Así, se advierte que los dispositivos impugnados sancionan de manera general, la obtención de beneficios indebidos con motivo de las funciones públicas, de aquéllos que deriven de recursos públicos y carezcan de fundamento jurídico, así como de los que se obtengan a cambio de otorgar u ofrecer una ventaja indebida en el futuro en caso de obtener el carácter de servidor público.
De ahí resulta la inoperancia de los argumentos en estudio, pues los recurrentes pretenden sostener la inconstitucionalidad de normas generales y abstractas, en la hipotética situación de que sea tenga la calidad de miembros de un sindicato, reciban beneficios de dicha entidad y sean sancionados por ello; lo que constituye una circunstancia particular y concreta en que pudieran, en algún momento, ubicarse los servidores públicos recurrentes, lo cual, si se toma en consideración que la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general deriva de sus propias características y en razón de todos sus destinatarios, más no de que algunos de ellos puedan o no recibir determinados beneficios, es inconcuso que los argumentos que se hagan valer, en vía de conceptos de violación en contra de disposiciones de carácter general, abstracto e impersonal, cuya inconstitucionalidad se haga depender de situaciones o circunstancias individuales (en la especie hipotéticas), independientemente del conjunto de destinatarios de la norma, deben ser declarados inoperantes, en atención a que no sería posible cumplir su finalidad que, no es otra, que la consistente en demostrar la violación constitucional que se le atribuye y que, por la naturaleza de la ley, debe referirse a todos aquellos sujetos a los que se dirige la norma y no sólo a algunos de ellos.
Son aplicables las tesis jurisprudenciales de rubro y texto siguientes:

“NORMAS GENERALES. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EXPRESADOS EN SU CONTRA SI SU INCONSTITUCIONALIDAD SE HACE DEPENDER DE LA SITUACIÓN PARTICULAR DEL SUJETO A QUIEN SE LE APLICAN. Si se toma en consideración que la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general deriva de sus propias características, en razón de todos sus destinatarios y no de que uno de ellos pueda tener determinados atributos, es inconcuso que los argumentos que se hagan valer, en vía de conceptos de violación o agravios, en contra de disposiciones generales, y que hagan depender su inconstitucionalidad de situaciones o circunstancias individuales, propias del quejoso, independientemente del conjunto de destinatarios de la norma, deben ser declarados inoperantes porque no podrían cumplir con su finalidad de demostrar la violación constitucional que se le atribuye y que por la naturaleza de la ley debe referirse a todos los destinatarios de la norma y no sólo a uno de ellos”.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO TIENDEN A DEMOSTRAR LA INCONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO, SUSTENTÁNDOSE EN UNA SITUACIÓN PARTICULAR O HIPOTÉTICA. Los argumentos que se hagan valer como conceptos de violación o agravios en contra de algún precepto, cuya inconstitucionalidad se haga depender de situaciones o circunstancias individuales o hipotéticas, deben ser declarados inoperantes, en atención a que no sería posible cumplir la finalidad de dichos argumentos consistente en demostrar la violación constitucional, dado el carácter general, abstracto e impersonal de la ley”.

Por lo expuesto, los artículos 32; 33, fracción II; 34; 35, párrafo segundo; 46; 48; 52; 53 y 73 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, contrario a lo que sustentan los recurrentes, no son contrarios a los derechos de igualdad en su vertiente de trato desigual, protección de los documentos y libertad sindical.
Por lo expuesto y fundado se resuelve:
ÚNICO. En la materia de la revisión, la Justicia de la Unión no ampara ni protege a María Guadalupe Lucio Hernández, Mónica Garduño Islas, Gabriel Baltazar Espejel, Jacinto Alejandro Baltazar Espejel, Clemente Cariño Guzmán, Noé Gabriel Coria Ruiz, Luis Santos Lara, Mónica Velázquez Castañeda, Joel Cardiel Razo, Leticia Ocampo Brito, Gloria Silva Cuevas, Cecilia Medina Carrillo, María Leticia Guevara Balderas, José Márquez Ávila, Juan Bernardino Monroy Mendoza, Leonardo Mario Guerrero España, Víctor Hugo Márquez Rodríguez, Juan Gabriel Quintana Zepeda, José Trinidad Gómez González, Marco Antonio Ojeda Estrada, Javier Hernández Montaño, Margarito García Balbuena, Carlos Rivera Juárez, Cristina Josefina Viveros Astudillo, María del Pilar Guadalupe Velázquez Vázquez, Karina Hernández Cortés, María Mercado Limón, Salvador García Balbuena, Margarita Reyes Flores, Irene Pérez Heredia, María de Lourdes Zermeño Ávila, Joel Federico Cardiel Vargas, María Miroslava Sánchez Correa, Martha Vázquez Nava, Verónica Manrique Ramírez, Aida de Pablo González, Verónica Ruth Delgado Gómez, Marisol González Valverde, Gilberto Hernández Benítez, Eugenia Coronado Gorgua, Luis Israel Cazares Quiroz, Norma Terán Vázquez, Elsa Hernández Cortés, Pedro Enrique Cardiel Razo, Fernando Paz Camarena, Ernesto Guerrero España, José de Jesús Rodríguez, Elizabeth López Nolasco, Javier Jesús Mendoza Picaso, Marlem Morales Lucio, Juan Manuel Espejel Villa, Gilberto Ruvalcaba Arvizu, Maureen Vera Hernández, Felipe Contreras Gutiérrez, Moisés Macías Cañete, Baciliza Hernández Mejía, Rafael Sagnite Dos Caminos, Raúl Correa Hernández, Beatriz García Mendoza, Leticia Mendoza Barrios, Bibiana Elizabeth Perfecto Ramos, Juan Mondragón Ortiz, Paola Huerta López, Carlos Huerta López, Jesús Ruiz Buendía, Jaime Carrillo de la Orta, Samuel Manzano de la Torre, Alejandro Morales Ramos, Luis Enrique Martínez Hernández, Sandra Lucía Ramos Morales, Ubertino Martínez Ortega, Juan Melchor Gómez López, María de Lourdes Alanís Santos, Alejo Flores Martínez, Sergio Hernández Martínez, Sandra María Guadalupe Báez Cid, María Teresa Alanis Santos, Antonio Cervantes Márquez, Juárez Espejel Alfonso, Villavicencio Aguilar Jorge Alberto, García González Pedro Israel y Héctor Álvarez Balderas, en contra de los artículos 32; 33, fracción II; 34; 35, párrafo segundo; 46; 48; 52; 53 y 73 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, vigente a partir del diecinueve de julio de dos mil diecisiete, en términos del considerando cuarto de esta ejecutoria. 
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Ministro Luis María Aguilar Morales.
 
Firman el Ministro Presidente de la Primera Sala y el Ministro Ponente con la Secretaria de Acuerdos que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA
 

 

MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ
PONENTE
MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO
 

SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA
 
 
LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA
 

En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que se encuentra en esos supuestos normativos.
� Novena Época. Núm. de Registro: 180326. Instancia: Primera Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XX, Octubre de 2004. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 83/2004. Página: 170.


� “Artículo 36.- Tienen obligación de presentar declaraciones de situación patrimonial, ante la autoridad competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 35, bajo protesta de decir verdad, en los términos que la Ley señala:


I.- En el Congreso de la Unión: Diputados y Senadores, Secretarios Generales, Tesoreros y Directores de las Cámaras;


II.- En la Administración Pública Federal Centralizada: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de Presidente de la República, y los previstos en las fracciones IV, VII y XIII de este artículo;


III.- En la Administración Pública Federal Paraestatal: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo, o equivalente al de los servidores públicos obligados a declarar en el Poder Ejecutivo Federal hasta el de Director General o equivalente; 


IV.- En la Procuraduría General de la República: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de Procurador General, incluyendo agentes del Ministerio Público, Peritos e integrantes de la Policía Judicial;


V.- En el Poder Judicial de la Federación: Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Consejeros de la Judicatura Federal, Magistrados de Circuito, Magistrados Electorales, Jueces de Distrito, secretarios y actuarios de cualquier categoría o designación;


VI.- En el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y en los tribunales de trabajo y agrarios: Magistrados, miembros de junta, Secretarios, Actuarios o sus equivalentes;


VII.- En la Secretaría: Todos los servidores públicos de confianza;


VIII.- En el Instituto Federal Electoral: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de Consejero Presidente;


IX.- En la Auditoría Superior de la Federación: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de Auditor Superior de la Federación;


X.- En la Comisión Nacional de los Derechos Humanos: Todos los servidores públicos desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de Presidente de la Comisión;


XI.- En los demás órganos jurisdiccionales e instituciones que determinen las leyes: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de los titulares de aquéllos;


XII.- Todos los servidores públicos que manejen o apliquen recursos económicos, valores y fondos de la Federación; realicen actividades de inspección o vigilancia; lleven a cabo funciones de calificación o determinación para la expedición de licencias, permisos o concesiones, y quienes intervengan en la adjudicación de pedidos o contratos;


XIII.- En la Secretaría de Seguridad Pública: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el Secretario de Seguridad Pública, incluyendo a todos los miembros de la Policía Federal Preventiva;


XIV.- En el Banco de México: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo en la Administración Pública Federal Centralizada hasta el de Gobernador;


XV.- En el Instituto Federal de Telecomunicaciones: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo en la Administración Pública Federal Centralizada hasta los Comisionados, y


XVI.- En la Comisión Federal de Competencia Económica: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo en la Administración Pública Federal Centralizada hasta los Comisionados.


Asimismo, deberán presentar las declaraciones a que se refiere este artículo, los demás servidores públicos de las dependencias, entidades y, de las autoridades a que se refieren las fracciones IV y V del artículo 3 de la Ley, que determine el Titular de la Secretaría, mediante disposiciones generales debidamente motivadas y fundadas.”


� Décima Época. Núm. de Registro: 2017886. Instancia: Segunda Sala. Tesis Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a. LXXXIX/2018 (10a.). Página: 1213.


� Novena Época. Núm. de Registro: 174873. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Junio de 2006. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 71/2006. Página: 215. 


� Novena Época. Núm. de Registro: 183118. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVIII, Octubre de 2003. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 88/2003. Página: 43.
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